
 

 

 

(1**********) . 

VS 

JUNTA DE GOBIERNO Y 

DIRECTOR GENERAL, DEL 

INSTITUTO DE MOVILIDAD 

SUSTENTABLE DEL ESTADO DE 

BAJA CALIFORNIA. 

RECURSO DE REVISIÓN 

EXPEDIENTE INC. DE SUSP. 

133/2024 J.C. 

 

MAGISTRADO PONENTE:  

GUILLERMO MORENO SADA 

  

Mexicali, Baja California, a diecinueve de septiembre 

de dos mil veinticinco.  

 

Resolución que confirma el acuerdo de diez de 

septiembre de dos mil  veinticuatro emitido por el Juzgado 

Cuarto, en el incidente de suspensión del expediente 

133/2024 J.C. que negó por una parte y concedió por otra, 

la suspensión del acto impugnado al demandante.  

 

R E S U L T A N D O S:  

 

1.  Antecedentes en primera instancia. El 14 de agosto de 2024, 

el actor presentó ante la Oficialía de Partes Común de este 

Tribunal en Ti juana, demanda contra las autoridades el 

Director General del Inst ituto de Movil idad Sustentable del 

Estado de Baja California, impugnando la resolución de 1 3 de 

junio de 2024, que derivó del permiso por revalidación del 

servicio de transporte público (2**********) y que modificó 

condiciones y autorizó la reubicación de la ruta.  

 

2.  Al respecto, el gobernado solicitó la suspensión del acto 

impugnado, en los siguientes términos:  

 
•  Las cosas se mantengan en el  estado que se encuentran.  

•  No se impida o moleste,  embarguen o desposea el  vehículo 

y no sea pr ivada de la l ibertad de dedicarse a la actividad, 

ni  se le impongan multas por las condiciones del  permiso 

(2**********)  con fol io (3**********) .  

•  No se modif iquen las condiciones bajo las cuales se 

autor i zó la prestación del  servicio públ ico de t ransporte 

bajos las caracter í st icas y condiciones dadas.  

•  Se suspendan los actos del  Di rector  General  que modif ican 

las condiciones y ci rcunstancias que se ven afectadas por 

la expedición del  permiso por reval idación.  

•  Se s iga permit iendo ejercer el  servicio de taxi  bajo las 

condiciones del permiso (2**********)  con fol io (3**********) .  

•  Se permita real i zar los t rámites correspondientes como es 

la reval idación de tar jeta de ci rculación y  revis ión mecánica 

bajo las condiciones del  permiso previamente autor i zado 

contenido en el  of icio (3**********) .  

 



 

3.  Al Juzgado Cuarto de este Tribunal, le correspondió conocer, 

el cual, en proveído de 16 de agosto de 2024, negó la 

suspensión provisional respecto de los actos impugnados y 

concedió dicha medida suspensional únicamente respecto a 

sus efectos y consecuencias, ordenando se le permita a la 

parte actora continuar con la prestación del servicio público 

de transporte en la nueva ruta s in costo adicional al guno. 

 

4.  En proveído de 12 de septiembre de 2024, el juzgador tuvo al 

Director General r indiendo el informe correspondiente y 

resolvió negar la suspensión definitiva, concediendo la 

medida únicamente para el efecto de que se permita a la 

parte actora continuar con la prestación del servicio público 

de transporte en la nueva ruta s in costo adicional alguno.  

 

5.  Antecedentes en segunda instancia. Inconforme con el 

acuerdo en cita, el 12 de septiembre de 2024 el abogado de 

la parte actora interpuso recurso de revis ión.  

 

6.  Mediante acuerdo de 7 de octubre de 2024, se admitió el 

recurso, se designó al suscrito como ponente y se ordenó dar 

vista a las partes por el término de cinco días para que 

manifestaran lo que a su derecho conviniera e informando la 

integración del Pleno. 

 

7.  Agotado el término y con las manifestaciones de la autoridad 

demandada, el Pleno de este Tr ibunal, procede a dictar la 

resolución correspondiente, de acuerdo a los siguientes,  

 

C O N S I D E R A N D O S:  

 

8.  Competencia.  El  Pleno del Tribunal es competente para 

conocer el recurso de referencia, conforme a lo dispuesto 

por los artículos 20, fracción I I , y 121, fracción I, de la Ley del 

Tribunal.  

 

9.  Glosario.  

Ley del Tr ibunal  

 

 

Ley del Tr ibunal Estatal de Just icia 

Administrativa de Baja California.  

 

Tr ibunal  

 

Tr ibunal Estatal de Justicia Administrativa de 

Baja California 

 

Juzgado Cuarto   

 

Juzgado Cuarto del Tr ibunal Estatal de Justic ia 

Administrativa de Baja California  

 

IMOS 

 

Instituto de Movil idad Sustentable del Estado de 

Baja California 

 



 

 

10.  Procedencia.  Es procedente el recurso de revis ión, toda vez 

que se interpone contra del auto que negó la suspensión 

definit iva al actor, conforme a lo establecido en el artículo 

121, fracción I, de la Ley del Tribunal.  

 

11.   Oportunidad del recurso. El recurso de revis ión fue 

interpuesto en tiempo, debido a que el acuerdo de mérito se 

notif icó a la demandada por boletín jurisdiccional el 18 de 

septiembre de 2024 y surt ió efectos el tercer día hábil  

siguiente, 23 del mismo mes y año, conforme al artículo 51 y 

52 de la Ley del Tribunal, por lo que el plazo de 10 días que 

concede el art ículo 121 de la Ley del Tribunal para interponer 

el recurso de revisión, transcurrió del 24 de septiembre al 8 

de octubre de 2024.  

 

12.  Ello es así, pues, se descontaron los días 28 y 29, de 

septiembre, 5 y 6 de octubre de 2024, por corresponder a 

sábados y domingos, respectivamente, así como el 1 de 

octubre del mismo año, por ser inhábil conforme al 

calendario oficial de 2024 de este Tribunal.  

13.  Por tanto, s i el recurso de revisión se interpuso ante el juzgado 

el día 17 de septiembre de 2024, su presentación fue 

oportuna, aún cuando se haya interpuesto con anterioridad 

al inicio del término legal. conforme a la jur isprudencia 

3/2024 de este Pleno, de rubro: RECURSO DE REVISIÓN. DEBE 

ADMITIRSE AUN CUANDO SE PRESENTE ANTES DE QUE INICIE EL 

TÉRMINO PREVISTO EN LA LEY, PARA SU INTERPOSICIÓN 1.  

 
1 TESIS DE JURISPRUDENCIA 3/2024 

 RECURSO DE REVISIÓN. DEBE ADMITIRSE AUN CUANDO SE PRESENTE ANTES DE QUE 

INICIE EL TÉRMINO PREVISTO EN LA LEY, PARA SU INTERPOSICIÓN.  

Hechos: La autoridad demandada interpuso recurso de revisión en contra de la 

sentencia definitiva, antes de que iniciara el término previsto en el artículo 121 de la 

Ley del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja California para su 

presentación. Criterio: El recurso de revisión debe admitirse, aun cuando se presente 

antes de que inicie el término previsto en la ley para su interposición.  

Justificación: De una interpretación teleológica del artículo 121 de la Ley del Tribunal 

Estatal de Justicia Administrativa de Baja California, se obtiene que la finalidad de 

dicho numeral, al establecer un límite temporal para interponer el recurso de revisión, 

es evitar que permanezca abierta indefinidamente la posibilidad de que las partes 

puedan controvertir las resoluciones dictadas por los órganos de primera instancia de 

este Tribunal, dado que eso impediría que adquieran firmeza. De no existir ese límite, 

no solo se vulneraría el derecho a la certeza y seguridad jurídica, sino que además se 

comprometería el desarrollo normal del proceso, al impedir que se substancien cada 

una de sus etapas -de forma sucesiva- mediante la clausura definitiva de cada una 

de ellas. Por tal motivo, si un recurso se presenta antes de que inicie el término que fija 

la ley para interponerlo, no se conculca ese numeral, por lo que debe ser admitido.  
 

Junta de Gobierno 

 

Junta de Gobierno del Instituto de Movil idad 

Sustentable del Estado de Baja California  

 

Director General  

 

Director General del Instituto de Movil idad 

Sustentable del Estado de Baja California  

 



 

 

14.  Legitimación.  La parte actora acude al presente recurso por 

conducto de su abogado autorizado.  

 

15.  Estudio de la controversia. Contextualización. El actor solicitó 

la suspensión del acto impugnado, para efectos de que no 

se impida o moleste, embarguen o desposea el vehículo y no 

sea privada de la l ibertad de dedicarse a la actividad, ni se 

le impongan multas por las condiciones del permiso 

(2**********) con folio (3**********)   y se le permita ejercer el 

servicio de taxi en la modalidad de ruta, bajo las condiciones 

y circunstancias que fueron autorizadas en el permiso 

(2**********) con fecha de vencimiento al 31 de diciembre de 

2023. 

 

16.  El Juzgado Cuarto resolvió lo s iguiente:  

 
a)  La medida suspensional sol icitada resul ta 

improcedente, toda vez que el  derecho humano a la  

movi l idad pr iv i legia al  interés general ,  ya que se debe 

salvaguardar los derechos de las personas a la movi l idad, 

y que de concederse que la parte actora preste el  servicio 

en ruta diversa afectar ía el  interés públ ico.   

b)  Se concede la medida cautelar ,  únicamente para el  

efecto de que se permita a la parte actora continuar con 

la prestación del  servicio públ ico de t ransporte en la nueva 

ruta s in costo adicional alguno.  

 

17.  Inconforme con tal determinación, la parte actora, interpuso 

el presente recurso de revisión.  

 

18.  Agravios. Se tienen por reproducidos los agravios que hace 

valer la parte recurrente, atendiendo al principio de 

economía procesal, toda vez que la Ley del Tr ibunal no 

establece la obligación de transcribir los; s in demérito de que 

este Pleno resolutor, a f in de cumplir con los principios de 

exhaustividad y congruencia, resuelva lo conducente en 

relación con los mismos.  

 

19.  Apoya lo anterior la jurisprudencia 2/2024 2, del Pleno de este 

Tribunal.  

 

20.  Estudio. La parte recurrente manifiesta, en esencia, que el 

juzgador no resolvió conforme a derecho por lo s iguiente:  

 

 
2 TESIS DE JURSPRUDENCIA 2/2024  
AGRAVIOS EN REVISIÓN. ES INNECESARIO TRANSCRIBIRLOS EN LA RESOLUCIÓN.   
Hechos: Se interpuso recurso de revisión contra la sentencia dictada en primera instancia; al 
resolver, el Pleno omitió transcribir los agravios planteados por la parte recurrente.  
Criterio: Es innecesario transcribir en la resolución los agravios planteados por la parte 
recurrente.  
Justificación: La Ley del Tribunal no señala de manera expresa qué requisitos deberán 
contener las resoluciones que se dicten en la segunda instancia, sin embargo, conforme al 
artículo 17 de la Constitución Nacional, la administración de justicia debe ser completa, lo cual 
implica resolver sobre todos los puntos debatidos. Satisfacer este principio no implica 
transcribir los agravios de la parte recurrente, sino atenderlos; máxime que la Ley del Tribunal 
no contempla esa obligación. 



 

a.  En el  incidente de suspensión el  juzgador desechó al  actor 

indebidamente la prueba de inspección judicial ,  la cual  se 

ofreció con el  f in  de acreditar  que cuenta con las caracter ís t icas 

de la autor i zación para prestar  el  servicio de taxi ,  así  como la 

exi stencia y contenido de documentos y datos relevantes que 

aparecen en los archivos de las autor idades;  por  lo que pide al  

Pleno que se revise la legal idad del desechamiento de dicha 

probanza.  

 

b)  El  juzgador introdujo aspectos que no fueron tomados en cuenta 

por la autor idad en el  permiso por reval idación, para conclui r  

que de conceder la suspensión, se podr ían causar perjuicios al  

interés social .  

 
c)  Se resolvió en meras apreciaciones subjetivas para conclui r  que 

de conceder la medida suspensional se afectar ía el  interés social  

y se contravendrían disposiciones de orden públ ico, pues del 

cuaderno de suspens ión no se advierten elementos objetivos que 

sustenten el lo.  

 

d)  La A quo prescindió del anál i s i s  de la apariencia del buen 

derecho. No se real i zó un juicio de probabi l idad y verosimi l i tud 

del derecho del sol ic itante, pues, no exi ste constancia escr i ta de 

la resolución de la Junta de Gobierno, de modif icación y 

reubicación de la ruta que tenía antes,  que el  permiso fue 

emit ido por el  Di rector  General  que no es competente para el lo 

y que en dicho permiso se violaron las disposiciones de los 

art ículos 14 y 16 de la Const i tución Federal ,  en cuanto a vulnerar 

las formal idades del acto de molest ia, los pr incipios de legal idad, 

seguridad jur ídica, confianza legí t ima y garantía de audiencia.  

 

e)  Que le asi ste la apariencia del  buen derecho en base a los 

motivos de inconformidad planteados en su demanda, por lo que 

debe concederse la suspensión, pues de lo contrar io se le 

causarían daños y perjuicios de di f íci l  reparación.  

 

f)  Con la concesión de la suspensión defini t iva contra la 

cancelación del permiso para prestar  el  servicio públ ico de 

transporte y la ruta previamente autor i zada, no causaría 

perjuicio al  interés general  y ,  por  el  contrar io, la negativa traería 

una afectación al  actor  por los daños y  perjuicios económicos 

que ocasionaría la e jecución del acto impugnado.  

 

21.  Estudio del agravio inciso a). Contexto y antecedentes. La 

parte actora ofreció en el presente incidente de suspensión, 

la prueba de inspección judicial, a efecto de que se 

inspeccionaran las instalaciones del Inst ituto de Movil idad 

Sustentable del Estado y el personal del Juzgado diera fe de 

las rutas e it inerarios de los permisos con fol ios (3**********) y 

(3**********).  

 

22.  Lo anterior,  con el f in de acreditar que la demandante 

contaba con autorización para prestar el servicio público 

bajo las condiciones contenidas en el oficio (3**********); 

asimismo, que dichas condiciones fueron modificadas al 

revalidar el permiso.   

 

23.  Mediante acuerdo de veintitrés de agosto de dos mil  

veinticuatro, el Juzgado desechó la citada probanza.  



 

 

24.  En el agravio en examen , la recurrente pretende combatir lo 

resuelto por el Juzgado respecto el desechamiento de las 

pruebas de inspección.  

 

25.  Punto jurídico a resolver. En mérito de lo anterior, en principio 

este Pleno deberá determinar si  en el presente recurso de 

revisión se puede analizar la violación procesal alegada por 

la recurrente.  

 

26.  Criterio. Este Pleno determina que el agravio es inoperante .  

 

27.  En el recurso de revisión interpuesto en contra del acuerdo 

que negó la suspensión definitiva, se pueden analizar las 

violaciones procesales cometidas en el incidente de 

suspensión, s iempre que no haya operado la preclusión.   

 

28.  En el caso, mediante proveído de dieciséis de agosto de dos 

mil veinticuatro el Juzgado desechó la prueba de inspección 

ofrecida por el actor en el incidente de suspensión, 

determinación que adquir ió fi rmeza ante su falta de 

impugnación.  

 

29.  Justificación. Sobre la posibilidad de analizar en la revisión, 

violaciones procesales cometidas en el incidente de 

suspensión.  

 

30.  El art ículo 121 de la Ley del Tribunal, en lo que interesa, 

dispone lo siguiente:  

“ARTÍCULO 121.  Las partes podrán interponer el recurso 

de revisión, con el objeto de que el Pleno del Tribunal 

revoque o modifique las siguientes determinaciones de 

los Órganos de Primera Instancia:  

I. Los acuerdos o interlocutorias que concedan o 

nieguen la suspensión definitiva;  

I I .  Las interlocutorias que confirmen el desechamiento 

de la demanda o la contestación;  

I I I .  Las resoluciones que decreten o nieguen el 

sobreseimiento o la caducidad; y,  

IV. Las sentencias que resuelvan el asunto en definitiva.  

El recurso deberá interponerse por escrito ante el 

órgano que dictó la resolución o acuerdo recurrido 

dentro del plazo de diez días siguientes a aquel en que 

surta efectos la notificación del acuerdo o de la 

resolución que se pretenda recurri r, debiéndose 

expresar los agravios que causa al inconforme ,  

precisando la parte de la resolución impugnada que le 

causa perjuicio, los preceptos legales que estima se 

violaron y los razonamientos tendientes a demostrar 

dichas violaciones.(…)”  

 

31.  Del precepto transcrito, se advierte que el recurso de revisión 

tiene por objeto que este Pleno revoque o modifique las 

resoluciones dictadas por los órganos de primera instancia 



 

(señaladas en las fracciones I a IV), en base al estudio de los 

agravios expresados por la parte inconforme.  

 

32.  Sin que el citado art ículo haga dist inción entre agravios que 

se refieran a violaciones sustantivas o procesales.  

 

33.  Entonces, es dable concluir que este Pleno se encuentra 

facultado para analizar las violaciones procesales cometidas 

en el incidente de suspensión, hechas valer como agravios 

en el recurso de revisión interpuesto en contra de los 

acuerdos o interlocutorias  que concedan o nieguen la 

suspensión definit iva.  

 

34.  Lo anterior, por una parte, conforme al principio de derecho 

de que en donde la ley no distingue no es dable distinguir,  

ya que el legislador no hizo distinción entre agravios que se 

refieran al procedimiento o al fondo.  

 

35.  Y, por otra parte, dicha interpretación obedece al principio 

pro persona3 contenido en el artículo primero Constitucional, 

ya que maximiza el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva 

contenido en el artículo 17 de la Constitución Federal,  

consistente en la obligación de garantizar que todas las 

personas que lo requieran puedan someter sus conflictos a 

los tribunales en condiciones de equidad y que las respuestas 

que obtengan de éstos últimos resuelvan los conflictos en 

forma efectiva tanto para los individuos involucrados como 

para la sociedad en general.  

36.  Esto, ya que si el órgano de primera instancia incurrió en una 

violación procesal que influyó en el sentido en que emitió la 

resolución que resolvió sobre la suspensión definit iva 

(concediéndola o negándola), a través de la revisión se 

pueden analizar dichas violaciones a la luz de los agravios 

expuestos en el recurso y, en caso de que estos resulten 

fundados, deberá revocarse la resolución recurrida y 

ordenarse la reposición del procedimiento en lo que sea 

necesario, a fin de que el incidente de suspensión  se integre 

adecuadamente para su solución y se resuelva de nueva 

cuenta -en forma efectiva- sobre la suspensión definitiva.  

 

37.  Lo cual, además, evita que el part icular tenga que acudir a 

un medio extraordinario de defensa (como el juicio de 

 
3 Criterio de interpretación de las normas relativas a derechos humanos, por el cual se 
busca maximizar la vigencia y respeto de tales derechos, que tiene lugar ante la disyuntiva 
de elegir entre dos o más posibles interpretaciones de una misma norma, para elegir la 
que favorezca más ampliamente o en mejor medida los mencionados derechos, e 
inversamente, acudir a la norma o a la interpretación más restringida cuando se trata de 
establecer restricciones permanentes al ejercicio de los derechos o de su suspensión 
extraordinaria, como lo ha sostenido la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en la tesis de rubro:  “PRINCIPIO PRO PERSONAE. EL CONTENIDO Y 
ALCANCE DE LOS DERECHOS HUMANOS DEBEN ANALIZARSE A PARTIR DE 
AQUÉL.” [Registro digital: 2000263; Instancia: Primera Sala; Décima Época; Materias(s): 
Constitucional; Tesis: 1a. XXVI/2012 (10a.); Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta. Libro V, Febrero de 2012, Tomo 1, página 659; Tipo: Aislada]. 



 

amparo) para que se subsanen dichas violaciones 

procesales, con lo que se garantiza un acceso a la justicia 

de manera más pronta y expedita conforme mandata el 

art ículo 17 Constitucional.  

 

38.  Aquí, cabe señalar que en la revis ión no es posible estudiar 

agravios respecto a violaciones procesales en las que operó 

la preclusión; es decir, cuando: 1) las violaciones procesales 

ya fueron analizadas a través de un diverso medio de 

impugnación contenido en la Ley del Tr ibunal, y 2) las 

violaciones procesales no se combatieron mediante el medio 

de impugnación que prevé dicha legis lación para tal efecto.  

 

39.  En efecto, no se debe perder de vista que el proceso se rige 

por un principio general de impugnación, entendido éste 

como la posibi l idad de las partes de combatir las 

resoluciones que consideren equivocadas, i legales, injustas o 

no apegadas a derecho del T ribunal4, con la finalidad o 

resultado procesal de que se modifique o revoque la 

resolución impugnada.  

 

40.  Asimismo, en todo proceso existen cargas procesales. La 

carga procesal es una obligación en beneficio propio, es 

decir, una conducta que de no realizarse perjudica al omiso; 

existen las cargas de presentar o contestar la demanda, de 

ofrecer pruebas, de objetar, de impugnar. Si no se realizan 

las conductas respectivas dentro de los plazos y 

oportunidades que las leyes determinan para el lo, precluyen 

los derechos y, por tanto, no se l iberan de las cargas 

respectivas los sujetos interesados. 5  

41.  La preclusión es una figura jurídica que extingue o consume 

la oportunidad procesal de realizar un acto 6, que l leva a la 

clausura definitiva de cada una de las etapas del proceso y 

permite que las resoluciones judiciales susceptibles de 

impugnarse a través de los recursos o medios ordinarios de 

defensa adquieran fi rmeza cuando se emita la decis ión que 

resuelva el medio impugnativo, o bien, cuando transcurra el 

plazo legal s in que el recurso o medio de defensa se haga 

valer.  

 

42.  Así, con la preclusión se persigue hacer posible el desarrollo 

ordenado del juicio y establecer un l ímite a la posibi l idad de 

discusión, en observancia al principio de impartición de 

 
4 Gómez Lara, Cipriano, Teoría General del Proceso, 10a. ed., México, Oxford, 2007, página 36. 
5 Ibíd., p. 37  

 
6 Así lo sostuvo la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 1a./J. 
21/2002, de rubro: “PRECLUSIÓN. ES UNA FIGURA JURÍDICA QUE EXTINGUE O 
CONSUMA LA OPORTUNIDAD PROCESAL DE REALIZAR UN ACTO.” [Registro digital: 
187149; Instancia: Primera Sala; Novena Época; Materias(s): Común; Tesis: 1a./J. 21/2002; 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XV, Abril de 2002, página 
314; Tipo: Jurisprudencia]. 



 

just icia pronta contenido en el artículo 17 de la Constitución 

Federal.  

 

43.  Sirve de apoyo a lo antes expuesto, la tesis de la Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Just icia de la Nación, que se 

reproduce a continuación:  

 
PRECLUSIÓN. SUPUESTOS EN LOS QUE OPERA.  La mencionada 

inst i tución jur ídica procesal,  consistente en la pérdida,  ext inción 

o consumación de una facul tad procesal,  contr ibuye a que el  

proceso en general ,  para cumpl i r  sus f ines, se t ramite con la 

mayor celer idad posible,  pues por vi r tud de la prec lusión,  las 

dist intas etapas del  procedimiento adquieren f i rmeza, dando 

sustento a las fases subsecuentes,  de modo que el  juicio se 

desarrol le ordenadamente y  se establezca un l ímite a la 

posibi l idad de discusión,  en aras de que la controvers ia 

planteada se solucione en el  menor t iempo posible, observando 

el  pr incipio de impart ición de just icia pronta previsto en el  

art ículo 17 de la Const i tución Pol í t ica de los Estados Unidos 

Mexicanos.  Ahora bien, la preclusión t iene lugar cuando: a)  No 

se haya observado el  orden u oportunidad establecido en la ley, 

para la real i zación del acto respectivo;  b) Se haya real izado una 

actividad procesal incompatible con el  ejercicio de otra; y, c) La 

facul tad relativa se haya ejercido vál idamente en una ocasión.  

Si  bien el  últ imo de los supuestos refer idos corresponde a la 

consumación propiamente dicha, indefectiblemente en todos 

el los la preclusión conl leva la clausura definit iva de cada una de 

las etapas del  proceso,  lo que impl ica que, por regla general ,  

una vez ext inguida la oportunidad de ejercer el  derecho 

correspondiente o habiéndolo ejercido en una ocasión, ya no 

puede hacerse valer  en un momento poster ior.  En ese sentido, la 

f igura procesal refer ida permite que las resoluciones judicia les  

susceptibles de ser revocadas,  modif icadas o nul i f icadas a través 

de los recursos y  medios ordinarios de defensa que establezca la 

ley procesal  at inente, adquieran f i rmeza cuando se emita la 

decis ión que resuelva el  medio impugnativo o, en su caso,  

cuando transcurra el  plazo legal s in q ue el  recurso o medio de 

defensa relativo se haya hecho valer.  

 

Regist ro digital :  168293;  Instancia:  Segunda Sala;  Novena Época; 

Mater ias(s) :  Común; Tesis :  2a.  CXLVI I I /2008;  Fuente: Semanario 

Judicial  de la Federación y  su Gaceta.  Tomo XXVI I I ,  Diciembre de 

2008,  página 301; T ipo:  Ais lada.  

 

44.  Ahora bien, la f igura procesal de la preclusión se encuentra 

prevista en el artículo 133 del Código de Procedimientos 

Civiles para el Estado de Baja California, de aplicación 

supletoria al juicio contencioso, que establece que, una vez 

concluido el término fi jado a las partes, sin necesidad de que 

se acuse rebeldía, seguirá el juico su curso y se tendrá por 

perdido el derecho que, dentro de ellos, debió ejercitarse.  

 

45.  Así, tal principio procesal tiene aplicación en el juicio 

contencioso, por lo que, si  el derecho atinente no se ejerce 

dentro del plazo correspondiente o se ejerce en una ocasión, 

no puede ya hacerse valer con posterioridad.  

 

46.  De ahí que en la revisión interpuesta en contra de la 

resolución que concede o niega la suspensión definitiva, no 

es posible estudiar agravios respecto a violaciones 

procesales en las que operó la preclusión, ya sea porque 



 

dichas violaciones ya fueron analizadas a través de un 

diverso medio de impugnación previsto en la Ley del Tribunal 

o porque se no combatieron mediante el medio de 

impugnación previsto en la ley para tal efecto; pues 

conforme a dicho principio procesal, habiéndose ejercido el 

derecho de impugnar o extinguido este, ya no puede 

hacerse valer en un momento posterior.  

 

47.  Cabe precisar que lo hasta aquí resuelto, tiene apoyo en la 

tesis 1a. XVII I/2019 (10a.) de la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Just icia de la Nación, que resolvió un caso análogo 

en materia civil:  

 

APELACIÓN. SE PUEDEN ANALIZAR EN ESE RECURSO VIOLACIONES 

PROCESALES, SIEMPRE QUE NO CONSTITUYAN COSA JUZGADA O SE 

ACTUALICE LA PRECLUSIÓN. El  art ículo 688, pr imer párrafo, del  

Código de Procedimientos Civi les del Distr i to Federal ,  apl icable 

en la Ciudad de México,  establece que el  objeto del  recurso de 

apelación es que el  t r ibunal de alzada revise las resoluciones 

emit idas por el  a quo. Por otra parte,  doctr inalmente, se ha 

considerado que en apelación no se deben anal izar cuest iones 

que no f iguren en la sentencia de pr imer grado, ya que por 

tratarse de un recurso en el  que el  tr ibunal de alzada asume una 

función revisora,  sólo se le facul ta para corregir  los er rores en que 

hubiera incurr ido el  a quo al  dictar la. Sin  embargo, del texto del  

citado precepto legal no se advierte una prohibición expresa 

para que el  tr ibunal  de alzada anal ice cuest iones diversas a la 

resolución de pr imera instancia, pues de dicho numeral ,  en 

relación con el  art ículo 693 del mismo ordenamiento procesal,  no 

se dist ingue entre agravios que se ref ieran al  procedimiento o al  

fondo; por lo que en el  recurso de apelación podrán hacerse 

valer v iolaciones procesales, con excepción de los s iguientes 

supuestos: i ) .  cuando ya fueron anal i zadas a través de diversos 

recursos,  pues exi ste cosa juzgada, esto es,  no se le podría obl igar 

a decidi r  dos veces la misma cuest ión que ya resolvió,  ni  puede 

revocar sus propias determinaciones, y i i )  cuando en su contra no 

se haya hecho valer el  recurso ordinario que prevea la legis lación 

apl icable,  ya que habrá operado la preclusión.  

 

Regist ro digi tal :  2019402; Instancia: Pr imera Sala; Décima Época; 

Mater ias(s) :  Civi l ;  Tes is:  1a. XVI I I/2019 (10a.);  Fuente:  Gaceta del  

Semanario Judicial  de la Federación. L ibro 64,  Marzo de 2019,  

Tomo I I ,  página 1398; T ipo:  Ais lada.  

 

48.  Sobre si la violación procesal alegada por la recurrente 

(desechamiento de la prueba de inspección) es susceptible 

de analizarse en el presente recurso de revisión.  

 

49.  Como se adelantó, este Pleno considera que la violación 

procesal alegada por la recurrente no es susceptible de 

analizarse en el presente recurso de revis ión, por lo que su 

agravio es inoperante .  

 

50.  Se explica. 

 

51.  Mediante acuerdo dictado el dieciséis de agosto de dos mil  

veinticuatro, el Juzgado desechó el recurso la prueba de 

inspección judicial ofrecida por el demandante en el 

incidente de suspensión.  

 



 

52.  Así, atendiendo al principio de preclusión que rige al juicio 

contencioso administrativo, la violación procesal alegada 

por la recurrente (desechamiento de la prueba de 

inspección), no es susceptible de análisis a través del 

presente recurso de revis ión, pues al no controvertir  la 

recurrente el auto que desechó su probanza, ha quedado 

firme.  

 

53.  De ahí que ya no es susceptible de analizarse la legalidad 

del desechamiento de la citada prueba, en el recurso de 

revisión interpuesto en contra de la resolución que negó la 

suspensión definit iva.  

 

54.  Estudio de los agravios incisos b) a f). Son inoperantes los 

agravios de la recurrente.  

 

55.  Para resolver los argumentos del impetrante es preciso 

responder lo siguiente.  

 

56.  ¿Es procedente conceder la suspensión definit iva contra la 

resolución de renovación del permiso (2**********) por el 

periodo del 13 de junio de 2024 al 31 de diciembre de 2029, 

para reactivar el permiso identif icado con la nomenclatura 

(2**********), que fue vigente hasta el 31 de diciembre de 

2023? 

 

57.  Es de precisarse que el Maestro Andrés Serra Rojas, respecto 

al permiso7 en su l ibro Derecho Administrativo, lo define como 

“levantar una prohibición” , es decir, al gobernado se le 

autoriza realizar una actividad que está prohibida para la 

generalidad y que se concede cumpliendo con los requisitos 

prestablecidos en la norma.  

 

58.  Los requis itos legales para la concesión de un permiso tienen 

por objeto salvaguardar los intereses públicos que el Estado 

está obligado a proteger.  

 

59.  En el presente caso, el actor busca que con la medida 

suspensional se le permita seguir operando bajo las 

condiciones que se establecieron por la autoridad 

administrativa en un periodo de tiempo que ya feneció.  

 

 
7 La autorización, licencia y permiso, se diferencian de la concesión en que ésta es un acto 
constitutivo por medio del cual la administración confiere derechos a un particular. La 
autorización es un acto unilateral de la administración pública, el cual se otorga con relación a 
los servicios públicos, y por medio de ella la autoridad administrativa faculta a una persona 
privada o pública, para realizar un acto administrativo como ejercicio de un poder jurídico o un 
derecho preexistente, al comprobarse que se han satis fecho los requisitos legales para el 
ejercicio de un derecho; en tanto que el permiso alude a levantar una prohibición. La 
licencia no determina el nacimiento de un nuevo derecho a favor de una persona, sino la 
eliminación de un requisito jurídico, para poder ejercitar un derecho conferido por el propio 
poder.  
“Derecho Administrativo”, Andrés Serra Rojas, 1977, Octava Edición, Editorial Porrúa, México 
D.F. 
 



 

60.  Por el lo, su pretensión es inoperante, pues implicaría invadir 

las facultades de la autoridad administrativa y generar, con 

motivo de la suspensión, condiciones jurídicas en la esfera 

del part icular que ya no existen.  

 

61.  Ahora, para que la autoridad le permita seguir operando 

como permisionario del servicio de taxi de ruta tiene que 

revalidarlo y poder obtener, en su caso, otro con una 

vigencia de seis años como lo establece el art ículo 168 8 de 

la Ley del IMOS, debiendo cumplir con los requisitos 

correspondientes, pudiendo ser modificadas las condiciones 

del anterior permiso según la uti l idad pública y las 

necesidades del servicio, acorde a lo dispuesto en el numeral 

1729 de la misma legis lación.  

 

62.  Esto es, si el particular no realiza el procedimiento 

administrativo para renovar el permiso de taxi,  una vez 

concluido el periodo por el cual le fue concedido, le es 

prohibido seguir prestando ese servicio, acorde con el 

arábigo 17010 de la Ley del IMOS.  

 

63.  Entonces, contrario a lo argumentado por el actor no se le 

está cancelando permiso alguno, ya que las part icularidades 

del permiso otorgado con vigencia al 31 de diciembre de 

2023, ya no existe legalmente.  

 

64.  En la actualidad, se encuentra vigente el permiso por el 

periodo del 13 de junio de 2024 al 31 de diciembre de 2029, 

el cual tiene característ icas diversas al anterior y, en todo 

caso, sería materia de suspensión éste para que no sea 

afectado mientras dure el juicio administrativo, lo cual no es 

la pretensión del recurrente.  

 

65.  Sin que, en el presente caso, abonen a las pretensiones del 

recurrente los argumentos dirigidos contra el permiso vigente, 

ya que, las i legalidades del mismo no alcanzan para que, 

durante la vigencia del proceso judicial, se le conceda una 

protección suspensoria para circular en una ruta de taxi que 

actualmente le es prohibida.  

66.  Resultando imposible para este Pleno, conceder la 

suspensión definit iva al demandante para que circule en una 

 
8 ARTÍCULO 168.- La vigencia de los permisos será de 6 (seis) años y podrán ser revalidados 
por periodos iguales, siempre que se hubiere cumplido y respetado en todos sus términos, las 
condiciones establecidas en el permiso otorgado. 
 
9 ARTÍCULO 172.- El Instituto deberá evaluar y dictaminar si la utilidad pública o la necesidad 
de servicio persisten, para estos efectos deberá determinar si mantiene, modifica o cancela la 
condición del permiso en la modalidad de taxi libre. 
 
10 ARTÍCULO 170.- Una vez concluido el término señalado en el artículo anterior se contarán 
sesenta días a partir de la fecha del vencimiento del permiso para solicitar la revalidación y si 
una vez agotado el término el permisionario aún no ha presentado su solicitud de revalidación, 
el Instituto turnara los permisos a la Junta de Gobierno para proceder a la cancelación de 
estos. 
 



 

ruta de un permiso fenecido, pues implicaría constituir 

derechos, lo cual no corresponde a la medida suspensoria en 

el juicio contencioso administrativo.  

 

67.  En consecuencia, ante la inoperancia de los agravios, se 

confirma el auto recurr ido en sus términos.  

 

68.  Por lo expuesto y con fundamento, además, en lo dispuesto 

por el artículo 121, de la Ley del Tribunal, se;  

 

R E S U E L V E:  

 

ÚNICO.  Se confirma  el auto del diez de septiembre de 

dos mil veinticuatro emitido por el Juzgado Cuarto, en el 

incidente de suspensión del expediente 133/2024 J.C.  

 

Notif íquese a las partes la presente resolución de 

conformidad con lo establecido en la Ley del Tribunal.  

 

Así lo resolvió el Pleno del Tr ibunal Estatal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja California por unanimidad 

de votos de los Magistrados Alberto Loaiza Martínez Carlos 

Rodolfo Montero Vázquez y Guil lermo Moreno Sada-como 

presidente y ponente-. Todos firman ante la presencia de la 

Secretaria General de Acuerdos, Licenciada Claudia 

Carolina Gómez Torres, quien autoriza y da fe.  
GMS/IAM 
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“ELIMINADO: Nombre, 1 párrafo(s) con 1 renglones, en fojas 1.  
Fundamento legal: artículos 54, 99 de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Apertura 

Institucional para el estado de Baja California, 55, 59 del Reglamento en Materia de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Protección de Datos Personales del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California.  

La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene 

datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de 

conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, 

información y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.”  

“ELIMINADO: Número de permiso, 7 párrafo(s) con 7 renglones, en fojas 1, 4 y 11.  
Fundamento legal: artículos 54, 99 de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Apertura 

Institucional para el estado de Baja California, 55, 59 del Reglamento en Materia de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Protección de Datos Personales del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California.  

La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene 

datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de 

conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, 

información y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.”  

“ELIMINADO: Número de oficio, 7 párrafo(s) con 7 renglones, en fojas 1, 4 y 5.  
Fundamento legal: artículos 54, 99 de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Apertura 

Institucional para el estado de Baja California, 55, 59 del Reglamento en Materia de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Protección de Datos Personales del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California.  

La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene 

datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de 

conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, 

información y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.”  



 

La suscrita Licenciada Claudia Carolina Gómez Torres, Secretaria 

General de Acuerdos del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de 

Baja California, hace constar: Que lo transcrito con anterioridad 

corresponde a una versión pública de resolución de segunda instancia 

dictada en el expediente 133/2024 JC en la que se suprimieron datos 

que se han clasificado como confidenciales, cubriendo el espacio 

correspondiente, insertando diez asteriscos, versión que va en trece 

fojas útiles. --------------------------------------------------------------------------------------- 

Lo anterior con fundamento en lo establecido por los artículos 54, 60, 

FRACCIÓN III, B), 99, 104 de la Ley de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Apertura Institucional para el Estado de Baja 

California, y 55, 57, 58, 59 del Reglamento en Materia de Transparencia, 

Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del 

Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja California, Lo que se 

hace constar para los efectos legales a que haya lugar, en la ciudad 

de Mexicali, Baja California, a los diez días del mes de septiembre de 

dos mil veintiséis.------------------------------------------------------------------------------- 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


